PAGE  
5

Radicación Nro. 

:
66001-31-05—002-2008-01209-01

Proceso


:
ORDINARIO LABORAL 

Demandante

:
CÉSAR AUGUSTO FRANCO BAYER

Demandado

:
CONDOMINIO CAMPESTRE LAS QUINTAS DE CERRITO

Juzgado de Origen
: 
Segundo Laboral del Circuito de Pereira (Risaralda)

Providencia

: 
Auto de 2ª instancia
Tema                              : 
La solicitud de indemnización por los perjuicios causados como consecuencia de la condena de carácter penal impuesta al demandante por el delito de porte ilegal de armas, al hallársele el arma entregada como dotación por la demandada, para el desarrollo de sus funciones de celaduría, elevada por el trabajador frente a la negativa del empleador para reconocerla, genera un conflicto entre las partes que estuvieron ligadas por una relación laboral, que es de conocimiento de la justicia laboral, por ser un conflicto jurídico que se origina indirectamente del contrato de trabajo, por lo que no se configura falta de competencia en la a-quo. 
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA

SALA LABORAL

Magistrada Ponente: ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

ACTA No. 0071

AUDIENCIA PARA PROFERIMIENTO DE AUTO INTERLOCUTORIO


En Pereira (Risaralda), a los dieciséis (16) días del mes de julio del año dos mil nueve (2009), siendo las nueve de la mañana (09:00 a.m.), fecha y hora previamente señalados para llevar a cabo la presente diligencia, se reunieron los señores Magistrados que integran la Sala Laboral del Tribunal Superior de Pereira, Dres. ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN –quien actúa como Ponente- HERNÁN MEJÍA URIBE y FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES, en asocio de la señora Secretaria, Dra. LINA MARÍA ARBELÁEZ GIRALDO. Abierto el acto, la Sala se constituyó en Audiencia Pública en el presente proceso Ordinario Laboral instaurado por el señor  CÉSAR AUGUSTO FRANCO BAYER contra el CONDOMINIO CAMPESTRE LAS QUINTAS DE CERRITOS.
En sesión previa que se hizo constar en la mencionada acta, la Sala discutió y aprobó el proyecto que presentó la Magistrada Ponente, el cual alude al siguiente auto interlocutorio:

I. LA PROVIDENCIA APELADA

Dentro de la audiencia prevista en el artículo 77 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social, la juez de primera instancia declaró no probadas las excepciones previas denominadas “INEPTITUD DE DEMANDA POR INDEBIDA ACUMULACIÓN DE PRETENSIONES” y “FALTA DE COMPETENCIA” propuestas por la apoderada de la parte demandada; para arribar a esa determinación expresó que las pretensiones incoadas por el actor se derivan de la relación laboral entre las partes, por lo que es la jurisdicción laboral la competente para conocer del asunto, expresa igualmente que dicha defensa no puede ser motivo de decisión en la génesis de este proceso debiéndose definir en la sentencia de acuerdo a las pruebas allegadas. Finaliza exponiendo que la jurisdicción ordinaria laboral conoce de los conflictos jurídicos que se originan directa o indirectamente en el contrato de trabajo, como ocurre en el presente caso, y para afirmar su dicho invoca el artículo 2349 del Código Civil. 
II. FUNDAMENTOS DE LA APELACIÓN

Inconforme con lo decidido la parte demandada presentó recurso de apelación contra la providencia proferida en la audiencia celebrada el día 28 de abril de 2009 (fl. 67 y s.s.), insistiendo en que el actor está acumulando en una sola demanda pretensiones de dos acciones que tienen connotaciones diferentes, tanto desde el punto de la competencia como de los efectos que conllevaría la sentencia, toda vez que a través de este proceso sólo puede demandar aquellos actos de contenido laboral y de competencia de esta jurisdicción, lo que debe excluir la indemnización de perjuicios cuyo origen lo fue el delito de porte ilegal de armas, que constituye un hecho personal del trabajador que nada tiene que ver con la relación laboral existente entre las partes. 

III. CONSIDERACIONES

1. Problema jurídico por resolver:

a. ¿Se configura en el presente asunto falta de competencia en la funcionaria de primera instancia, por el sólo hecho de solicitarse en la demanda el reconocimiento y pago de una indemnización de perjuicios como consecuencia de la condena de carácter penal impuesta al demandante por el delito de “porte ilegal de armas”, al hallársele el arma entregada como dotación por la demandada, para el desarrollo de sus funciones de celaduría?

Aduce la apoderada de la demandada que en el presente asunto se configura una falta de competencia en atención a lo deprecado por el actor a través de la pretensión segunda, en tanto se solicita una indemnización de perjuicios por haber sido capturado y posteriormente condenado por el delito de porte ilegal de armas, como consecuencia de tener en su poder una arma de fuego suministrada por la demandada para el cumplimiento de sus funciones de celaduría.

Ahora bien, antes de definir si efectivamente nos encontramos frente a una caso de falta de competencia, es necesario determinar previamente que se entiende por competencia, no sin antes, definir el concepto de jurisdicción, que es la actividad que se realiza por el juez, como un tercero imparcial, para efectos de dirimir a través del proceso, el conflicto que las partes han sometido a su decisión. Por su parte, la competencia consiste en la facultad que tiene un juez para ejercer la jurisdicción en determinados asuntos o aplicar la ley en casos concretos.

De acuerdo con lo anterior, la falta de competencia se presenta cuando el operador jurídico asume el conocimiento de un determinado asunto cuando por disposición de la ley, debe ser asumido por un juez de una especialidad diferente.


La competencia funcional en materia laboral está establecida en el artículo 2° del Código Procesal del Trabajo y la Seguridad Social, que se cita en lo pertinente:
“ARTÍCULO 2°. La Jurisdicción Ordinaria, en sus especialidades laboral y de seguridad social conoce de:

1. Los conflictos jurídicos que se originen directa o indirectamente en el contrato de trabajo.
(…)”


Del contenido de la norma anterior, se colige que los conflictos entre trabajadores y empleadores se pueden generar directa o indirectamente de la relación laboral que los une.

En el caso de marras, el trabajador reclama una indemnización de perjuicios por un hecho, que según aduce, tuvo que padecer como consecuencia de las labores desempeñadas en las dependencias de la demandada, las cuales ameritaban el porte de un arma de fuego; mientras que la accionada expone que ese percance no se deriva del contrato de trabajo que la unió con el señor Franco Bayer.

Así las cosas, la solicitud de indemnización de perjuicios elevada por el trabajador frente a la negativa del empleador para reconocerla, genera precisamente un conflicto entre las partes que estuvieron ligadas por un contrato de trabajo, conflicto que por no haber podido ser resuelto entre ellos, hizo necesario que el trabajador acudiera ante estas instancias judiciales.

Y es que precisamente el trabajador señala que la indemnización que reclama se deriva del contrato de trabajo celebrado con el Condominio Campestre Quintas de Cerrito, pretensión que aunque no es de aquellas que se desprenden directamente del objeto contractual, como el reconocimiento y pago de salarios o prestaciones sociales, sí puede ser considerado como un conflicto que se deriva de manera indirecta de la aludida relación laboral, por cuanto el arma que portaba le fue suministrada por el empleador para el desempeño de sus funciones, según se narra en la demanda, postulado que debe ser confirmado o descartado precisamente por el operador jurídico luego de analizar los elementos probatorios allegados al proceso por cada una de las partes involucradas en el mismo.

Aunado a lo anterior, el recurrente pasa por alto la parte final de la segunda  pretensión, donde se depreca el pago de las acreencias laborales previstas en el hecho 8° de la demanda y que corresponden al calzado y vestido de labor y a las horas extras, derechos que se generaron durante la relación laboral a término indefinido, también invocada, y que a todas luces es de conocimiento de la jurisdicción ordinaria laboral.

Corolario, no se configura falta de competencia en la juzgadora de primer grado y además observa la Sala que los fundamentos esgrimidos por el recurrente no tratan de corregir una eventual irregularidad procesal, sino que su objetivo es cercenar los derechos demandados por el actor, finalidad para la cual no están instituidas las excepciones previas.

Por lo dicho, no encuentra esta Corporación la configuración de una falta de competencia en la funcionaria de primera instancia, por lo que procederá a confirmar la decisión recurrida.


En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Laboral, 

R E S U E L V E:
Primero.- Confirmar el auto del 28 de abril de 2009, proferido por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito de Pereira, según se explicó en la parte motiva de esta providencia. 

Segundo.- Sin lugar a condenar en costas.
Los Magistrados,

ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

HERNÁN MEJÍA URIBE 
  
     FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES

LINA MARÍA ARBELÁEZ GIRALDO

Secretaria

